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A S.E. EL 


PRESIDENTE


DE  LA  H.


CAMARA  DE


DIPUTADOS.


	La modernización del sistema de justicia constituye uno de los objetivos prioritarios de este Gobierno, cuyo funda�mento último radica en la necesidad de consolidar una democracia basada en el respeto a los derechos de las personas y en la efectiva vigencia del Estado de Dere�cho.





	En este marco de definiciones, corresponde explicitar que la modernización del sistema de justicia supone una política omnicomprensiva cuyo eje sea la adecuación de las instituciones que conforman tal sistema, a los procesos de desarrollo político, social y económico del país.





Nuestra institucionalidad funda�mental relativa al sistema de enjuiciamiento criminal data del siglo pasado, y muchos de los principios rectores corresponden a construcciones precoloniales.  Esta realidad se ve refrendada al revisar el texto del mensaje del actual Código de Procedimiento Penal, el cual, recono�ciendo las bonda�des del sistema acusato�rio, optó por es�truc�turar un sistema inquisitivo escritu�rado, en atención a la falta de recursos de ese momento histórico.





La constatación explícita del legislador de la época se encontraba, no obstante,  acompañada de la convicción que tal modelo constituiría una fórmula transi�toria, de emergencia, que daría lugar a un sistema de enjuiciamiento criminal oral con entes diferenciados encargados de la inves�tigación y el juzgamiento.





Han pasado más de cien años y dicho sistema, que ha permanecido en sus rasgos más esenciales, por fin está siendo modificado.


El Gobierno se encuentra firmemente convencido de la necesidad de modificar el actual sistema de enjuiciamiento criminal, basado en un juicio oral público ante jueces de derecho, que consagre y garantice los prin�cipios de inmediación, imparcialidad y publicidad. Asimismo, se requiere estructurar un sistema de instrucción informal que asegure una investigación eficiente y desburocratizada encargando la misma al Ministerio Público.





De esta forma, se busca asentar efecti�vamente el principio elemental y básico de imparcialidad y separar las fun�ciones de investigación y juzgamiento, quedando radi�cada la primera en el Ministe�rio Público y la segunda en los jueces del juicio oral.





Con el objeto de desarrollar y complementar la reforma constitucional recientemente aprobada mediante la Ley Nº l9.519, de septiembre pasado, que creó el Ministerio Público, el Gobierno envía a trámite parlamenta�rio el presente pro�yecto de ley orgánica cuyos rasgos más importantes son los siguientes:








I.	UBICACION INSTITUCIONAL DEL MINIS�TERIO PUBLICO.





De acuerdo a lo dispuesto en el Capítulo VI-A, que la reforma aludida en el párrafo anterior introdujo a la Carta Fundamental, el Ministerio Público se concibe como un órgano constitucional autónomo y jerarquizado, al que se otorga plena independencia para el cumplimiento de sus funciones.





II.	FUNCIONES DEL MINISTERIO PUBLICO





El Ministerio Público tiene, como se ha señalado, la función de investigar y, en su caso, de ejercer y sustentar la acción penal pública en repre�sentación de la comunidad, función que debe desarrollar con estricta sujeción a la Constitución, a los tratados internacionales y a las leyes.





También debe promover y resguar�dar los derechos de las víctimas durante el curso del proceso penal.  Asimismo, debe investi�gar no sólo los hechos que agravan la res�ponsa�bilidad del imputado, sino también los hechos y circunstancias que eximan, atenúen o extingan tal responsabili�dad.





En el marco de la investigación que le corresponderá desarrollar, dirigirá la actuación de la policía, con el objeto de recabar los antecedentes necesarios y sufi�cientes para fundar sus decisiones.


Esta reforma al sistema procesal penal, otorga al Ministerio Público diversas facultades para el ejercicio de su función  de persecución penal. Es así como, se consagran los mecanismos o medidas destinadas tanto a poner fin anticipadamente a las denuncias o investigaciones, y a buscar salidas alternativas al proceso, que se señalan a continuación:





1.	Desestimación del caso con�cre�to.  El fiscal podrá de�sestimar una determi�nada de�nuncia en la medida que ella no presente caracteres de delito.





2.-	Archivo provisional.  El fiscal podrá archivar una denuncia en la medida que no existan antecedentes para iniciar la investigación criminal.





3.	Suspensión condicional del procedimiento. El fiscal podrá solicitar al juez de control de la instrucción, previo acuerdo de la persona imputada, la suspen�sión condicional del procedi�miento cuando consi�dere que el imputado cumple con los requisi�tos para optar a alguna de las medi�das alternativas a la privación o restric�ción de libertad señalados en la Ley Nº 18.216.  El juez de control de la instruc�ción deberá, antes de resolver acerca de la petición, oír a la víctima y al querellante.  Para optar a esta medida, el imputado deberá cumplir determinadas condiciones que fijará al efecto el juez de control de la instruc�ción.





4.	Acuerdos reparatorios entre víctima y victimario. El fiscal podrá instar a poner término al proceso por la vía de acuerdos reparatorios entre la víctima y el victimario, siempre que exista consentimien�to libre de ambas partes y pleno conocimien�to de los derechos que asisten tanto a la víctima como al imputado.  Esta medida sólo podrá ser aplicada para los casos de delitos que afecten bienes jurídicos susceptibles de apreciación pecuniaria, o se tratare de delitos culposos que no hubie�ren producido resultados de muerte o afectaren en forma permanente y grave la integridad física de las personas.  Estos acuerdos deberán ser los antece�dentes y pruebas necesarias aprobados por el juez de control de la instrucción





Reunidos los antecedentes y pruebas necesarias, el Fiscal Nacional deberá formular la correspondiente acusación para ser conocida por el tribunal competente.

















III.	ORGANIZACION DEL MINISTERIO PUBLI�CO





El Ministerio Público se encuentra integrado por el Fiscal Nacional, los fiscales regionales, y los fiscales adjuntos.  Además de dichos órganos se contempla un consejo asesor del Fiscal Nacional.





1.	El Fiscal Nacional.  La direc�ción del órgano correspon�de al Fiscal Nacio�nal, quien es el jefe superior del mismo y responsable de su funcionamien�to. Entre sus principales fun�cio�nes se encuentra la de formular anual�mente la propuesta y criterios de persecución penal para el año correspondien�te.  Asimismo, debe contro�lar la marcha general de los casos entregados a los diversos fiscales.





Además, le compete proponer las políticas públicas necesarias para el mejoramiento del sistema penal así como las modificaciones legales que conside�re rele�vantes en materia de persecución criminal y res�guardo de los derechos de las personas. 





Debe destacarse, que al Fiscal Nacional se otorga la facultad de asumir directamente la conducción de casos particulares que por su especial relevancia nacional, la complejidad de su investigación o su trascendencia así lo exijan. Esta facultad podrá ser delegada en abogados de la Fiscalía Nacional que él designe.





En lo que se refiere a la designación del Fiscal Nacional, se ha optado por un sistema de parti�ci�pación de los tres poderes del Esta�do.





En efecto, él será nombrado por el Presidente de la República, con acuerdo del Senado, de una nómina de cinco personas que propo�nga la Corte Supre�ma. El nombramiento realizado deberá ser aprobado por los dos tercios de los Senado�res en ejercicio.





El mecanismo de designación pro�puesto permite dotar a la figura del Fiscal Nacional de un amplio consenso y legitimidad social, lo cual se ve refrendado por el hecho que la quina que conforma la Corte Suprema tiene como requisito previo un concurso público de antecedentes y, en el sistema de elección, se permite a cada ministro de la Corte Suprema votar por tres personas distintas.





El Fiscal Nacional contará con un Consejo asesor, denominado Consejo General, integrado por el propio Fiscal Nacional y los fiscales regionales.








Las funciones del Consejo General se cen�tran en proponer al Fiscal Nacional las políti�cas para la persecu�ción penal pública, de recursos humanos y de planificación. Además, dicho Consejo deberá informar sobre diversas materias, exigiéndose al Fiscal Nacional que funde las resoluciones que dicte cuando éstas son contrarias a la opinión emitida por el Consejo General.








3.	Los fiscales regionales. Dentro de la estructura del órgano, se en�cuentran los Fiscales Regionales, cuya función es dirigir al Ministerio Público en la región que han sido asignados, siendo el jefe del servicio en la respectiva re�gión.





Debe conocer y resol�ver todas aquellas reclamaciones que los intervinien�tes en un procedimiento determi�nado formulen respecto de las actuaciones desarrolladas por cualquier fiscal adjunto.  Asimismo, debe entregar al Fiscal Nacional su punto de vista y propuestas sobre aspec�tos regionales que incidan en la formulación de la política criminal anual que debe preparar el Fiscal Nacional.








	4.	El Fiscal Adjunto. En la organización del Minis�terio Público se encuentra, asimismo, la figura del Fiscal Adjunto, quien es el abogado que bajo la dependencia directa del Fiscal Regional, interviene y litiga en los procesos en nombre del Ministerio Público.








IV.	SISTEMAS DE CONTROL Y RESPON�SABILI�DADES DEL MINISTERIO PUBLICO





Este tema, unido a la ubicación institucional del Ministerio Público, cons�ti�tuye el centro del debate en la legisla�ción comparada.





Como se ha señalado precedentemen�te, el Ministerio Público se sitúa como un órgano constitucional autónomo poniendo de relieve la importancia del sistema de control y respon�sabilidades al que se encuentre sujeto. 





De ahí que el proyecto establezca un conjunto de controles, entre los que se encuen�tran fundamentalmente los siguientes:





1.	Los fiscales del Ministerio Público tendrán responsabilidad civil y penal por los actos realiza�dos en el ejercicio de sus funciones.








2.	Los fiscales adjuntos tendrán responsabilidad disciplinaria.





3.	El Fiscal Nacional y los fiscales regionales pueden ser removidos por la Corte Suprema a peti�ción del Presidente de la República, o por solicitud de diez o más diputados previa declaración de su mal comportamiento. 





4.	El control judicial y juris�diccional que, res�pecto de las actua�ciones de los fiscales, posee el juez de control de la instrucción.  A éste corresponde, durante el desarrollo de la investigación, interve�nir en todas aquellas ocasiones en las que se afecte o pueda afectar a través de las actuaciones o resoluciones del Minis�terio Público, un derecho personal o garan�tía constitucional de las personas.





V.	CONSIDERACIONES FINALES





El proyecto de ley del Ministerio Público que me�diante el presente Mensaje se somete a la consideración del H. Congreso Nacional, constituye el complemento necesa�rio e indis�pensable del proyecto de reforma constitucional aprobado por ambas ramas del Parlamento y del nuevo Código Procesal Penal, actualmente en discu�sión en el Senado, luego de su aprobación en la H. Cámara de Diputa�dos.





	De esta forma, el Supremo Gobierno manifiesta una vez más con hechos concretos la voluntad de llevar adelante el proceso de moderniza�ción del sistema judicial como tarea priori�taria y como exigencia de la profundización de nuestro sistema democráti�co.





	Asimismo, e inspirados en la nece�sidad de otorgar plenas garantías a los inculpados en los procesos penales y dotar de eficacia a las investigacio�nes criminales, este proyecto constituye un avance de nuestro Estado de Derecho.





	Con el envío de esta iniciativa a trámite parlamentario, se completa una prime�ra fase de reformas al sistema procesal penal.





	Finalmente, en el curso del presente año, se enviará a trámite legislativo el proyecto de defenso�ría pública que constituye el complemento y contrapeso necesario al proyecto que en este acto se presenta.





	Por consiguiente, tengo el honor de someter a la consideración de esa H. Corpo�ración, para ser tratado en la actual Legis�latura Extraordinaria de Sesiones del Con�greso Nacional, el siguiente





P R O Y E C T O  D E  L E Y:











"TITULO I





EL MINISTERIO PUBLICO, FUNCIONES Y PRINCIPIOS QUE ORIENTAN SU ACTUACION








Artículo 1º.-	El Ministerio Público es un organismo autónomo y jerarquizado cuya función es dirigir en forma exclusiva la investigación de los hechos constitutivos de delito y los que determinan la participación punible del imputado y, en su caso, ejercer la acción penal pública en la forma prevista por la ley y con las excepciones que ella misma contempla. De igual manera, le corresponde la adopción de medidas para proteger a las víctimas y a los testigos.








Artículo 2º.-	El Ministerio Público deberá desarrollar sus funciones con estricta sujeción a la Constitución, a los tratados internacionales y a las leyes.








Artículo 3º.-	En sus actuaciones, los fiscales del Ministerio Público deberán ceñirse estrictamente a criterios de objetividad, velando por la correcta aplicación del derecho. En consecuencia, investigarán con igual celo no sólo los hechos y circunstancias que configuren el delito o agraven la responsabilidad del imputado, sino también los que le eximan de ella, la extingan o la atenúen.








Artículo 4º.-	En el ejercicio de la acción penal pública, conforme a lo dispuesto en la presente ley, el Ministerio Público se entenderá representado por cualquiera de los fiscales que intervenga en ella.








Artículo 5º.-	Los órganos del Ministerio Público son responsables de conformidad a lo establecido en la Constitución Política de la República y en la presente ley.








Artículo 6º.-	El Ministerio Público sujetará su actuación a efectivos criterios de desconcentración funcional y territorial, que considerarán la realidad político-administrativa, judicial, social, económica y geográfica del país.








Artículo 7º.-	El Ministerio Público podrá impartir órdenes directas a las Fuerzas de Orden y Seguridad durante la investigación. Sin embargo, las actuaciones que perturben, restrinjan o priven el ejercicio de los derechos que la Constitución Política asegura al imputado o a terceros, requerirán de aprobación judicial previa. La autoridad policial deberá cumplir de inmediato y sin más trámite dichas órdenes y no podrá calificar su fundamento, oportunidad, justicia o legalidad, salvo requerir la exhibición de la autorización judicial previa, en su caso.











TITULO II





RESPONSABILIDADES DEL MINISTERIO PUBLICO








Artículo 8º.-	Los fiscales del Ministerio Público tendrán responsabilidad civil, disciplinaria y penal por los actos realizados con ocasión del ejercicio de sus funciones de conformidad a lo regulado en la presente ley, incluidos los abogados de la Fiscalía Nacional que actúen como delegados del Fiscal Nacional conforme a lo dispuesto en el artículo 20 letra i).





	El Fiscal Nacional no tendrá responsabilidad disciplinaria.








Artículo 9º.-	Para hacer efectiva la responsabilidad criminal de un fiscal del Ministerio Público, por delitos cometidos en el ejercicio de sus funciones, será menester que la causa en que se supone cometido el delito esté terminada por sentencia firme o se haya suspendido o sobreseido definitiva o temporalmente y, además, que se haya declarado la admisibilidad de la querella de capítulos, con arreglo a las disposiciones del Título V del Libro III del Código de Procedimiento Penal.








Artículo 10.-	Sin perjuicio de lo anterior, cualquier interesado podrá poner en conocimiento de las autoridades superiores respectivas del Ministerio Público los hechos que se consideren del delito o falta que merezca sanción disciplinaria. 





	El Fiscal Regional respectivo, previo informe del Consejo General, podrá suspender de sus funciones al Fiscal Adjunto contra quien se haya planteado la acusación, hasta que se resuelva su responsabilidad.  En el mismo informe, dicho Consejo General propondrá el Fiscal que investigará el delito imputado. El Fiscal Regional deberá fundar sus resoluciones cada vez que estas fueren distintas de lo propuesto en el informe del Consejo General.





	En los casos previstos en los artículos anteriores, la prescripción se entenderá suspendida mientras no se puede hacer efectiva la responsabilidad de acuerdo a lo señalado en los mismos.








Artículo 11.-	Las infracciones de los fiscales adjuntos a los deberes y prohibiciones que la ley les impone, serán sancionadas por el Fiscal Regional respectivo, de oficio o a requerimiento de parte, previa audiencia del afectado, con alguna de las siguientes medidas:





	Amonestación privada;


	Censura por escrito;





	Rebaja de medio sueldo por el lapso de un mes, y


	Suspensión de funciones hasta por dos meses, con goce de medio sueldo.





	La resolución del Fiscal Regional será siempre revisable por el Fiscal Nacional.








Artículo 12.-	Las infracciones en que incurrieren los fiscales regionales y los coordinadores especializados a que se refiere el artículo 20, letra i), serán sancionadas por el Fiscal Nacional, con las medidas indicadas en el artículo anterior, previa audiencia del afectado, pudiendo, además, disponer la suspensión temporal del Fiscal de que se trate. El Fiscal Nacional dictará estas resoluciones previo informe del Consejo General, el que, para tales efectos, se integrará sin el Fiscal denunciado.  Si la resolución del Fiscal Nacional es contraria a lo propuesto en el informe del Consejo General, aquella deberá ser fundada.








Artículo 13.-	El Fiscal Nacional y los fiscales regionales sólo podrán ser removidos por la Corte Suprema, a requerimiento del Presidente de la República, de la Cámara de Diputados o de diez de sus miembros, por incapacidad, mal comportamiento o negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones, previa audiencia del afectado. La Corte Suprema conocerá el asunto en pleno especialmente convocado al efecto. Para acordar la remoción, deberá reunir el voto conforme de cuatro séptimos de sus miembros en ejercicio. La resolución producirá efectos de inmediato y por el solo ministerio de la ley.





	La remoción de los fiscales regionales también podrá ser solicitada por el Fiscal Nacional.








Artículo 14.-	El Fiscal Nacional deberá rendir en audiencia pública, en forma personal y una vez al año, una cuenta de las actividades del Ministerio Público. Para tal efecto deberá elaborar una memoria en la que señalará, específicamente, las dificultades e inconvenientes habidos en el funcionamiento del servicio y las propuestas concretas para mejorar la gestión. Asimismo, incluirá las estadísticas básicas de la gestión del servicio en el período respectivo. A esta audiencia deberán concurrir los fiscales regionales y directores de las distintas divisiones de la Fiscalía Nacional. A ella serán invitados los presidentes del Senado , de la Corte Suprema y de la Cámara de Diputados; los Ministros del Interior, Justicia y Defensa, y las demás autoridades y personas relacionadas con las materias de que se ocupa el Ministerio Público y que determine el Fiscal Nacional. 





	Una copia de la memoria será enviada al Presidente de la República, al Congreso Nacional y a la Corte Suprema. Copias de la misma se mantendrán a disposición del público en las Fiscalía Nacional y Regionales.























	TITULO III





	DE LOS FISCALES Y EL CONSEJO GENERAL





Párrafo 1º





Normas generales








Artículo 15.-	Integran el Ministerio Público:





	a) El Fiscal Nacional; 


	b) Los fiscales regionales y,


	c) Los fiscales adjuntos.





			Habrá, además, un Consejo General que actuará como asesor del Fiscal Nacional, de acuerdo en lo dispuesto en la presente ley.








Párrafo 2º





Fiscal Nacional








Artículo 16.-	El Fiscal Nacional es el jefe superior del Ministerio Público y responsable de su buen funcionamiento. Las atribuciones del Ministerio Público se entienden conferidas al Fiscal Nacional, quien las ejercerá personalmente o a través de los distintos órganos de la institución, de conformidad a la ley.








Artículo 17.-	Para ser Fiscal Nacional se requiere:





	a)	Ser ciudadano chileno con derecho a sufragio;


	b)	Tener por a lo menos diez años el título de abogado; 


	c)	Tener, al momento del nombramiento, a lo menos cuarenta años de edad cumplidos y no más de sesenta y cinco y,


	d)	No estar sujeto a ninguna de las incapacidades e incompatibilidades previstas en esta ley.








Artículo 18.-	El Fiscal Nacional será designado por el Presidente de la República, a propuesta en quina de la Corte Suprema, y con acuerdo del Senado adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, en sesión especialmente convocada al efecto. Si el Senado no aprobare la proposición del Presidente de la República, la Corte Suprema deberá completar la quina proponiendo un nuevo nombre en sustitución del rechazado, repitiéndose el procedimiento hasta que se apruebe un nombramiento. El nuevo nombre de la quina será electo por la mayoría de los miembros de la Corte Suprema.





	Para formar la quina, la Corte Suprema convocará, con la debida anticipación y mediante publicaciones en el Diario Oficial y, a lo menos, en dos diarios de circulación nacional, a un concurso público de antecedentes. La Corte Suprema designará una comisión integrada por a lo menos cinco de sus miembros, la que deberá citar a una audiencia pública, que se anunciará a través de una publicación en un diario de circulación nacional con cinco días de anticipación. A esta audiencia concurrirán los candidatos a integrar la quina y su objetivo será  entrevistarlos  y evaluar su idoneidad para el cargo. Finalizada la audiencia, la comisión informará al pleno de sus resultados.





	La Corte Suprema formará la quina en una misma y única votación, en la cual cada integrante del pleno tendrá derecho a votar por tres personas. Resultarán electos quienes obtengan las cinco primeras mayorías. De producirse empate, éste se resolverá mediante sorteo.





	La elección del Fiscal Nacional se realizará, a más tardar, sesenta días antes de aquel en que deba cesar en el cargo el que esté en funciones o dentro de los sesenta días siguientes a aquel en que el Fiscal Nacional haya dejado de servir su cargo por razones diversas a la expiración del plazo legal.





	El Fiscal Nacional será inamovible, durará 10 años en su cargo y no podrá ser designado para el período siguiente.








Artículo 19.-	Corresponde al Fiscal Nacional:





	a)	Fijar anualmente los criterios para la elaboración de una política de persecución penal, oyendo previamente a cada uno de los fiscales regionales;





	b)	Dictar él o los reglamentos que ordene esta ley.





	c)	Dictar las instrucciones generales necesarias para la mejor organización del Ministerio Público y su oportuna, adecuada y eficaz actuación;





	d)	Controlar el funcionamiento de las fiscalías regionales. Con todo, le estará vedado disponer la práctica de actuaciones específicas en casos particulares, sin perjuicio de su facultad de asumirlos directamente de acuerdo a lo dispuesto en la letra i) del presente artículo;





	e)	Proponer al Presidente de la República y al Congreso Nacional, las políticas públicas para el mejoramiento del sistema penal y las modificaciones legales que estime necesarias para una más efectiva persecución de los delitos y un mejor resguardo de los derechos de las personas;





	f)	Dar cumplimiento, en el mes de marzo de cada año, a lo dispuesto en el artículo 14 de la presente ley;





	g)	Elaborar la propuesta de presupuesto anual del servicio, de inversión y de gasto de los fondos respectivos;





	h)	Representar judicial y extrajudicialmente al Ministerio Público. Esta función podrá delegarla en los fiscales regionales;











	i)	Asumir directamente la persecución penal en los asuntos que por su relevancia nacional requieran de una conducción especial y de los delitos cuya investigación que por su complejidad y trascendencia, así lo exigieren. Esta función podrá delegarla en el o en los abogados de la Fiscalía Nacional que él designe, quienes, con el nombre de coordinadores especializados, asumirán la causa.





		Tanto la asunción directa como la delegación requerirá informe previo del Consejo General. Si la resolución del Fiscal Nacional fuere contraria a las opiniones contenidas en dicho informe, ésta deberá ser fundada.





	j)	Participar en el nombramiento y remoción de los fiscales regionales. 





	k)	Ejercer las restantes atribuciones que la ley le confiera.








Artículo 20.-	La Fiscalía Nacional, para la ejecución de las tareas que en cada caso se consignan, contará con una Unidad de Administración General la que estará a cargo de un Administrador General quien deberá velar por el funcionamiento administrativo de la Fiscalía Nacional a través del país y tendrá a su cargo el funcionamiento de todas las divisiones y funcionarios administrativos de la misma.





	Sin perjuicio de las demás divisiones que el Fiscal Nacional pueda crear de acuerdo a las necesidades del servicio, las divisiones que componen la Fiscalía Nacional y las funciones que les corresponden, son las siguientes:





	a)	División de Recursos Humanos, encargada de la generación de programas de capacitación, del diseño de políticas de incentivos, de estructurar sistemas de bienestar y de elaborar los programas y sistemas de reclutamiento, selección y evaluación del personal;





	b)	División de Evaluación, Control de la Gestión y Desarrollo, encargada de velar por la adecuada gestión de las diferentes unidades del Ministerio Público según niveles de eficiencia, celeridad y responsabilidad; de elaborar planes de desarrollo; confeccionar programas de inversión, y promover la modernización de la institución en sus diversos aspectos;





	c)	División de Finanzas, encargada de prestar asesoría al Fiscal Nacional en la elaboración y administración del presupuesto, y de supervisar la labor administrativa del Ministerio Público a través del país.





	d)	División de Informática, encargada de crear y mantener en operación programas computacionales que permitan mantener la información diaria entre las distintas oficinas que componen el Ministerio Público así como el acceso expedito a esta información para las demás instituciones que, vinculadas al Ministerio Público, forman parte del sistema de enjuiciamiento criminal, según los rangos predeterminados por el Fiscal Nacional.











	e)	División de Estudios Legales y Criminológicos, encargada de efectuar investigaciones y estudios legales y criminológicos que le encomienden las autoridades superiores del Ministerio Público, y de asesorar al Consejo General y al Fiscal Nacional para la elaboración de propuestas de políticas de persecución penal pública.





	Además, el Ministerio Público contará con un equipo de Relaciones Públicas y Asesoría Comunicacional responsable de programar y llevar adelante las relaciones públicas y comunicaciones de la Institución e informar públicamente, previa determinación del Fiscal Nacional, de las principales actividades y casos del Ministerio Público.





	En el desempeño de su cargo, el Administrador General responderá directamente al Fiscal Nacional.








Artículo 21.-	Los fiscales regionales deberán prestar especial apoyo a los fiscales coordinadores especializados a que se refiere el artículo 19 letra i).  El Fiscal Nacional dictará instrucciones generales destinadas a coordinar la relación entre los fiscales coordinadores especializados y los fiscales regionales correspondientes.





	Corresponderá asimismo a los fiscales regionales comunicar al Fiscal Nacional cada vez que en la región respectiva se presente algunos de los asuntos a que se refiere la letra i) del artículo 19.





	Para asumir los casos determinados que se les asignen, los fiscales coordinadores especializados contarán con equipos  de trabajo bajo su dependencia directa. Los fiscales  que integren estos equipos podrán actuar en todo el territorio nacional y sus vinculaciones con el fiscal coordinador respectivo se regirá por las normas que regulan las relaciones entre los fiscales adjuntos y los fiscales regionales.





	Cuando en una región exista más de un fiscal regional, corresponderá también a los fiscales coordinadores especializados coordinar el trabajo entre éstos en materias correspondientes a su área de designación. Para estos efectos, los fiscales coordinadores especializados deberán adoptar todas las medidas tendientes a prestar apoyo a las fiscalías regionales para las cuales hubieren sido designados.








Artículo 22.-	El Fiscal Nacional será subrogado por el Fiscal Regional que designe. A falta de designación, será subrogado por el Fiscal Regional más antiguo. Sin perjuicio de lo anterior y mientras asuma el fiscal subrogante, el cargo será desempeñado por el fiscal regional metropolitano más antiguo.


























Párrafo 3º  





Consejo General 








Artículo 23.-	El Consejo General estará integrado por el Fiscal Nacional, quien lo presidirá, y por los fiscales regionales. Para los efectos del ejercicio de la facultad señalada en la letra a) del artículo 24, integrarán también el Consejo, sólo con derecho a voz, los coordinadores especializados a que se refiere el artículo 19 letra i).








Artículo 24.-	Corresponde al Consejo General:





	a)	Proponer al Fiscal Nacional políticas para la persecución penal pública;





	b)	Proponer al Fiscal Nacional, las políticas de recursos humanos y de planificación de desarrollo;





	c)	Colaborar con el Fiscal Nacional en la preparación de la memoria anual de actividades que debe presentarse al país, y





	d)	Asesorar al Fiscal Nacional en las restantes materias que éste solicite y cumplir las demás funciones que éste o la ley le asigne.








Artículo 25.-	El Consejo General sesionará ordinariamente cada sesenta días, sin perjuicio de reunirse extraordinariamente, cuando así lo requiera el Fiscal Nacional o la mayoría de sus miembros. 





	El quórum para sesionar será la mayoría de sus integrantes con derecho a voto y sus acuerdos se tomarán por mayoría absoluta de los asistentes.








Párrafo 4º  





Fiscales regionales 








Artículo 26.-	Los fiscales regionales dirigirán al Ministerio Público en la región o parte de la región a su cargo. Serán los jefes del respectivo servicio y responderán de su gestión a nivel regional. 





	A los fiscales regionales les corresponde el ejercicio de la acción penal pública, por sí o por medio de los fiscales adjuntos que se encuentren bajo su supervisión.





	Para el ejercicio de sus atribuciones, los fiscales regionales podrán organizar los recursos humanos y materiales de la región o parte de la región, de la manera que parezca más conveniente para realizar una gestión eficaz, conforme a las instrucciones generales del Fiscal Nacional.








Artículo 27.-	Para ser Fiscal Regional se requiere:





	a)	Ser ciudadano chileno con derecho a sufragio;


	b)	Tener el título de abogado por a lo menos cinco años ; 


	c)	Tener a lo menos treinta años de edad cumplidos, y


	d)	No estar sujeto a ninguna de las incapacidades e incompatibilidades previstas en el Título V de esta ley. 








Artículo 28.-	Habrá al menos un Fiscal Regional en cada región del país. En la Región Metropolitana habrá al menos cuatro fiscales regionales.





	En las regiones en que exista mas de una Fiscalía Regional, la distribución territorial y la sede de cada una de ellas será determinada por el Fiscal Nacional en base a las comunas de la región.








Artículo 29.-	A los fiscales regionales les corresponden, especialmente, las siguientes obligaciones y facultades:





	a)	Dictar las instrucciones generales y particulares necesarias para el correcto funcionamiento del servicio y para el adecuado desempeño de los fiscales adjuntos en los casos en que deban intervenir;





	b)	Conocer y resolver todas aquellas reclamaciones que cualquiera de los intervinientes en un procedimiento pueda formular respecto de la actuación del Ministerio Público en la región y de cualquier fiscal adjunto en particular, siempre que la ley no reserve explícitamente su resolución para ante algún otro órgano del servicio;





	c)	Conducir la gestión administrativa del Ministerio Público en la región. En consecuencia, deberá velar por el eficaz desempeño del personal a su cargo, administrará el presupuesto del servicio y confeccionará y propondrá al Fiscal Nacional el presupuesto regional.





	d)	Presentar al Fiscal Nacional, al menos una vez al año, un informe que contenga las dificultades e inconvenientes habidos en el funcionamiento del servicio regional y las propuestas concretas para mejorar la gestión regional, así como su opinión y sugerencias respecto del mejoramiento o reformulación de políticas de persecución penal en razón de las características de su región.





	e)	Proponer para la aprobación del Fiscal Nacional, las oficinas locales que sean necesarias para el adecuado funcionamiento del servicio de la región.

















Artículo 30.-	El Fiscal Regional deberá dar cumplimiento a las instrucciones generales impartidas por el Fiscal Nacional, tanto en cuanto a los criterios para el ejercicio de la acción penal pública, como a la administración del servicio.





	Con todo, el Fiscal Regional podrá objetar su aplicación en razón de ser manifiestamente ilegales o contrarias a las políticas generales aprobadas. La objeción deberá ser formulada por escrito al Fiscal Nacional, salvando así su responsabilidad. 





	El Fiscal Nacional conocerá la objeción y podrá modificar la instrucción. Si insiste en su primitiva decisión, deberá solicitar la opinión del Consejo General. De no acogerla, deberá fundar su resolución, la que se hará extensiva respecto de todos los demás fiscales regionales, y será aplicada por todos los órganos del Ministerio Público, asumiendo el Fiscal Nacional la plena responsabilidad.








Artículo 31.-	Los fiscales regionales serán nombrados por el Fiscal Nacional, a propuesta en terna de la Corte Apelaciones de la respectiva región. Si en la región existe más de una Corte de Apelaciones, la terna será formada por un pleno conjunto de todas ellas, especialmente convocado al efecto por el Presidente de la de más antigua creación.





	Las ternas se formarán en una misma y única votación, en la cual cada integrante del pleno tendrá derecho a votar por dos personas. Resultarán elegidos quienes obtengan las tres primeras mayorías. De producirse un empate, éste se resolverá mediante sorteo.





	Para formar las ternas, el Fiscal Nacional convocará a un concurso público de antecedentes con la debida anticipación y mediante publicaciones en el Diario Oficial y, a lo menos, en dos diarios de circulación regional. La o las Cortes de Apelaciones designarán una comisión integrada por al menos tres de sus miembros, la cual citará a una audiencia pública, que se anunciará a través de un diario de circulación regional con cinco días de anticipación, a la que concurrirán los candidatos a la terna. El objetivo de dicha audiencia será evaluar la idoneidad de los candidatos. Finalizada la audiencia, la comisión informará al pleno de sus resultados. 





	Esta forma de designación se aplicará en las regiones en que haya más de un Fiscal Regional, para el nombramiento de cada uno de ellos.








Artículo 32.-	La designación del Fiscal Regional se realizará, a más tardar, sesenta días antes de aquel en que deba cesar en el cargo el que esté en funciones o dentro de los sesenta días siguientes a aquel en que el Fiscal Regional haya dejado de servir su cargo por razones diversas a la expiración del plazo legal.





	Los fiscales regionales durarán diez años en el ejercicio de sus funciones y no podrán ser designados como fiscales regionales por el período siguiente, lo que no obsta a que puedan ser nombrados en otro cargo del Ministerio Público.








Artículo 33.-	Durante el mes de enero de cada año, los fiscales regionales deberán rendir, en audiencia pública, una cuenta de la  gestión en la región, incluyendo en ella una descripción de las principales actividades del servicio en el período de que se trata; las dificultades e inconvenientes habidos en el funcionamiento del servicio regional; un resumen estadístico del mismo y propuestas concretas para mejorar la gestión regional, así como también su opinión y sugerencias respecto de mejoramiento o reformulación de políticas de persecución penal en razón de las características de su región.





	En los casos en que exista más de una fiscalía regional en la respectiva región, la cuenta anual será presentada en conjunto por los respectivos fiscales.





	A esta audiencia pública concurrirán los fiscales adjuntos y fiscales coordinadores especializados que funcionen en la región y serán invitados a ella los miembros del poder judicial con asiento en la región, del gobierno regional y municipal respectivos, y cualquier otra persona o autoridad que los fiscales regionales determinen.





	Deberá remitirse copias de la cuenta al Fiscal Nacional, a la Intendencia Regional y las Cortes de Apelaciones de la respectiva región, todas las cuales serán públicas. Además, copias de la misma deberán encontrarse a disposición del público en la fiscalía regional y en todas ellas cuando exista más de una.








Artículo 34.-	Cada Fiscal Regional designará al fiscal adjunto llamado a subrogarlo. En caso de no haber designación, lo subrogará el fiscal adjunto más antiguo de la región o del territorio de su competencia cuando en ésta exista más de un Fiscal Regional.








Párrafo 5º





Fiscales adjuntos








Artículo 35.-	Existirán fiscales adjuntos, quienes podrán intervenir directamente en los procesos penales en nombre del Ministerio Público.








Artículo 36.-	Los fiscales adjuntos desempeñarán sus funciones de tales en las fiscalías de acuerdo con las instrucciones que determine el Fiscal Regional respectivo.





	Los criterios de distribución de casos que deberá llevar cada fiscal adjunto, serán determinados en el Reglamento.








Artículo 37.-	Los fiscales adjuntos estarán obligados a obedecer las instrucciones del Fiscal Regional, sean éstas generales o se refieran a uno o más casos en particular.





	Sin embargo, el Fiscal Adjunto podrá objetar una instrucción del Fiscal Regional cuando considere que existe una ilegalidad. Esta objeción será presentada por escrito al Fiscal Regional que haya dado la instrucción.





	Formulada la objeción, el Fiscal Regional podrá acogerla y permitir que el fiscal adjunto actué según su opinión. Asimismo podrá rechazarla y remover al fiscal adjunto del conocimiento del caso o, rechazarla por decisión fundada e insistir en el cumplimiento de la instrucción, asumiendo la plena responsabilidad. En este último caso, el fiscal adjunto podrá ejercer la facultad que le otorga el artículo siguiente.








Artículo 38.-	Cualquier fiscal adjunto podrá reclamar ante el Fiscal Nacional cuando considere que alguna medida del Fiscal Regional afecte injustificadamente el ejercicio de sus funciones. En tales casos, el Fiscal Nacional podrá obligar al Fiscal Regional a modificar su decisión, oyéndolo previamente.





	Esta misma facultad tendrán los fiscales adjuntos cuando, de conformidad al artículo anterior, consideren que una instrucción del Fiscal Regional es ilegal.








Artículo 39.-	Los fiscales adjuntos serán designados por el Fiscal Nacional, a propuesta en terna del Fiscal Regional respectivo, la que deberá formarse previo concurso público. Los concursos se regirán por las instrucciones que al efecto dicte el Fiscal Nacional e incluirán exámenes escritos, orales y una evaluación de los antecedentes académicos y laborales de los postulantes. 





	Las instrucciones que se dicten para los concursos públicos serán incorporadas en el llamado al mismo, el que será convocado mediante avisos que deberán publicarse al menos dos veces en días distintos en un diario de circulación nacional y dos en un diario de circulación regional.








Artículo 40.-	Para ser Fiscal Adjunto se requiere:





	a)	Ser ciudadano chileno con derecho a sufragio;


	b)	Ser abogado, y


	c)	No estar sujeto a ninguna de las incapacidades e incompatibilidades previstas en esta ley. 








Artículo 41.-	Los fiscales adjuntos serán evaluados anualmente por el Fiscal Regional respectivo, de acuerdo con las instrucciones que al efecto dicte el Fiscal Nacional, las que señalarán los criterios objetivos que permitan un examen adecuado del desempeño de sus funciones. Las instrucciones y los criterios objetivos a que se alude precedentemente deberán ser puestos a disposición de cada Fiscal Adjunto, manteniéndose para tal efecto copia de los mismos en las fiscalías regionales. 





	A partir de la evaluación realizada, el Fiscal Regional deberá proponer la ubicación de cada uno de los adjuntos en el escalafón.  





	El Fiscal Nacional podrá solicitar al Consejo General que informe si en el proceso de evaluación, se han seguido las instrucciones dadas por él. El Consejo General podrá sugerir al Fiscal Nacional cambios en las ubicaciones propuestas.





	Sin perjuicio de lo anterior, corresponderá al Fiscal Nacional sancionar el escalafón para el año siguiente.








Artículo 42.-	Los fiscales adjuntos podrán ser removidos cuando, de acuerdo a las evaluaciones realizadas, su rendimiento haya dejado de ser satisfactorio o haya incurrido en una transgresión grave de los deberes del servicio.








Artículo 43.-	Los fiscales adjuntos podrán ser removidos por el Fiscal Nacional a solicitud de Fiscal Regional. Previamente, el Fiscal Regional deberá notificar personalmente al Fiscal Adjunto de la solicitud, entregándole copia de la misma, la que deberá contener, a lo menos, los cargos y hechos que los constituyen. El Fiscal Adjunto tendrá un plazo de diez días contado desde la notificación, para presentar sus descargos ante el Fiscal Regional. Recibidos éstos, el Fiscal Regional deberá remitir al Fiscal Nacional la solicitud de remoción y los correspondientes descargos si se hubieren presentados.





	El Fiscal Nacional resolverá sobre la remoción, previa audiencia del afectado, debiendo siempre fundar la resolución que remueva al Fiscal Adjunto.








Artículo 44.-	Los fiscales adjuntos cesarán en sus cargos al cumplir 75 años de edad.











TITULO IV





INHABILIDADES DEL MINISTERIO PUBLICO








Artículo 45.-	Se aplicarán a los fiscales del Ministerio Público las causales de implicancia y recusación establecidas en los artículos 194 y 195 del párrafo XI, Título VII del Código Orgánico de Tribunales.








Artículo 46.-	Los fiscales del Ministerio Público deberán representar por escrito su inhabilidad dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes de tomar conocimiento de la causal que los afecta, y, desde ese momento, deberán abstenerse de toda actuación personal en el caso respectivo. Con todo, si de esa inactividad se siguiere perjuicio para la investigación, deberá solicitar que se designe a otro fiscal para que asuma temporalmente el asunto y practique u ordene practicar las diligencias que correspondan.














Artículo 47.-	Si la implicancia o recusación fuere solicitada por un interviniente en el procedimiento, éstas deberán realizarse verbalmente o por escrito. En este caso, el Fiscal seguirá tramitando la causa respectiva, hasta que se resuelva la implicancia o resolución.








Artículo 48.-	La implicancia de oficio, o la solicitud de implicancia o recusación planteada por alguno de los intervinientes en el procedimiento, deberá ser resuelta dentro de quinto día de recibida la solicitud respectiva.





	Si la resolución del superior declara la concurrencia de la causal de implicancia o recusación invocada, se deberá asignar el caso a otro Fiscal para que inicie o continúe la tramitación del asunto en que recae. Si la resolución rechaza la concurrencia de la causal, el Fiscal originario mantendrá la titularidad del caso.








Artículo 49.-	Las inhabilidades que afecten a un Fiscal Adjunto, serán presentadas ante el Fiscal Regional respectivo para su conocimiento y resolución, salvo que se trate de los fiscales coordinadores especializados, caso en el cual podrán ser presentadas ante el Fiscal Nacional o ante el Fiscal Regional del domicilio del interviniente que la haya representado. El Fiscal Regional deberá remitirla al Fiscal Nacional para su conocimiento y resolución.





	La resolución que acepte o rechace la concurrencia de la causal de inhabilitación invocada, no será susceptible de reclamación alguna.











TITULO V





INCAPACIDADES, PROHIBICIONES E INCOMPATIBILIDADES








Artículo 50.-	No pueden acceder al cargo de Fiscal:





	a)	Los que se hallaren en interdicción por causa de demencia o prodigalidad;





	b)	Quienes no cuenten con salud o las condiciones físicas necesarias para el ejercicio del cargo;





	c)	Los que se hallaren acusados o hayan sido condenados por crimen o simple delito;





	d)	Los fallidos, a menos que hayan sido rehabilitados en conformidad a la ley, y





	En el caso de sobrevenir alguna de las causales contempladas en este artículo, el fiscal será removido de su cargo.  Tratándose del Fiscal Nacional, la declaración de incapacidad deberá ser realizada de conformidad a esta ley.





	En el caso de las situaciones previstas en la letra c), la declaración de incapacidad y la remoción se realizarán una vez que exista sentencia condenatoria ejecutoriada. Con anterioridad a ello, el Fiscal podrá ser suspendido de sus funciones con goce de media remuneración equivalente a la mitad de la remuneración.








Artículo 51.-	No podrán desempeñarse en una misma Fiscalía Regional, los cónyuges y las personas vinculadas por parentesco de consanguinidad o afinidad en línea recta ni los colaterales hasta el cuarto grado de consanguinidad o afinidad.





	Estas incompatibilidades también regirán entre los fiscales que integran el Consejo General y entre el Fiscal Nacional y cualquier otro miembro de la institución.  








Artículo 52.-	No podrá existir relación conyugal ni parentesco de consanguinidad o de afinidad en la línea recta o en la colateral hasta el segundo grado inclusive, entre el Fiscal a cargo de un asunto y el juez de control de la instrucción o de alguno de los miembros del tribunal del juicio oral ante quienes aquél deba desempeñar sus funciones.








Artículo 53.-	Las funciones del Ministerio Público son incompatibles con todo otro empleo remunerado, con excepción de las de docente de los establecimientos de educación media o superior del Estado, reconocidos por éste o de las Municipalidades, en cualquiera de sus modalidades, o de otros institutos o establecimientos de enseñanza dependientes de servicios públicos o instituciones privadas, hasta por un límite de seis horas semanales.





	La compatibilidad de remuneraciones no libera al funcionario de las obligaciones propias de su cargo, debiendo prolongar su jornada para compensar las horas que no haya podido trabajar por causa del desempeño de los empleos compatibles.








Artículo 54.-	Los funcionarios del Ministerio Público estarán afectos a las siguientes prohibiciones:





	a)	Ejercer facultades, atribuciones o representación de las que no estén legalmente investidos, o no les hayan sido delegadas conforme a la ley;





	b)	Intervenir, en razón de sus funciones, en asuntos en que tengan interés él, su cónyuge, sus parientes consanguíneos hasta el tercer grado inclusive o por afinidad hasta el segundo grado, y las personas ligadas a él por adopción;





	c)	Actuar directa o indirectamente contra los intereses del Estado o de las instituciones que de él formen parte, salvo que se trate de un hecho que afecte directamente al funcionario, a su cónyuge o a sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o por afinidad hasta el segundo grado, y las personas ligadas a él por adopción;





	d)	Intervenir en los tribunales de justicia como parte personalmente interesada, testigo o perito, respecto de hechos de que hubiere tomado conocimiento en el ejercicio de sus funciones, o declarar en procedimiento en que tenga interés el Estado o sus organismos, sin previa comunicación a su superior jerárquico;





	e)	Someter a tramitación innecesaria o dilación los asuntos entregados a su conocimiento o resolución, o exigir para esos efectos, documentos o requisitos no establecidos en las disposiciones vigentes;





	f)	Solicitar, hacerse prometer, o aceptar, en razón del cargo o con motivo de las funciones que le corresponde desempeñar, donativos, ventajas o privilegios de cualquier naturaleza, para sí o para terceros;





	g)	Ejecutar actividades, ocupar tiempo de la jornada de trabajo o utilizar personal, material o información reservada o confidencial del organismo para fines ajenos a los institucionales;





	h)	Realizar cualquier actividad política dentro de la institución o usar su autoridad, cargo o los bienes de la misma para fines ajenos a sus funciones, y ;





	i)	Organizar sindicatos en la institución.





			Las infracciones a este artículo, serán sancionadas con las medidas señaladas en el artículo 11.











TITULO VI





CAPACITACIÓN








Artículo 55.-	El Ministerio Público deberá ofrecer programas destinados a la capacitación de sus integrantes, los que deberán ser aprobados por el Fiscal Nacional, pudiendo ser propuestos por los fiscales regionales.  Dichos programas siempre deberán garantizar un acceso igualitario de los funcionarios del servicio.





	Para la realización de los programas de capacitación, se llevará a cabo una licitación, al que podrán postular instituciones públicas o privadas y personas naturales, nacionales e internacionales. El Ministerio Público podrá ejecutar directamente la capacitación o la podrá realizar a través de convenios con terceros, debiendo fundar, en ambos caos, su decisión.





	El reglamento determinará el monto de los recursos anuales que se destinarán a actividades de capacitación así como su periodicidad, formas de selección de los alumnos, bases de los concursos; licitación de fondos y los niveles de exigencias mínimas que se requerirá a quienes realicen la capacitación.

















Artículo 56.-	Los funcionarios que como consecuencia de la participación en los programas de capacitación se vean impedidos de desempeñar las labores de su cargo, conservarán el derecho a percibir las remuneraciones correspondientes.





	La asistencia a cursos obligatorios de capacitación fuera de la jornada ordinaria de trabajo, dará derecho a un descanso complementario igual al tiempo efectivo de asistencia a clases. 








Artículo 57.-	Los funcionarios seleccionados para seguir cursos de capacitación tendrán la obligación de asistir a éstos desde el momento en que hayan sido seleccionados para ello y los resultados que obtengan deberán ser considerados para la evaluación de su desempeño.





	Los funcionarios que postulen a programas de capacitación financiados por el servicio, deberán garantizar su permanencia en la institución por un período que se estime adecuado para retribuir el beneficio recibido.











TITULO VII





PRESUPUESTO








Artículo 58.-	El Ministerio Público se sujetará a las normas de la Ley de Administración Financiera del Estado.





	Corresponderá al Fiscal Nacional presentar, anualmente, una proposición del presupuesto del servicio para ser incluida en la Ley de Presupuestos.











TITULO VIII





DEL PATRIMONIO








Artículo 59.-	El patrimonio del Ministerio Público estará formado por los siguientes bienes:





	a)	Los aportes que se le asignen anualmente en la Ley de Presupuestos y en otras leyes generales o especiales;





	b)	Los Bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales, que se le transfieran o adquiera a cualquier título, y





	c)	Los frutos, rentas e intereses de sus bienes patrimoniales y servicios.





	El Ministerio Público no podrá recibir donaciones de ningún tipo.





TITULO FINAL





NORMAS GENERALES








Artículo 60.-	Las normas e instrucciones dictadas por el Fiscal Nacional son obligatorias para todos los órganos de la institución y tienen carácter público.








Artículo 61.-	El Fiscal Nacional podrá contratar sobre la base de honorarios a profesionales y técnicos de educación superior o expertos en determinadas materias, cuando las necesidades del servicio así lo requieran para un período de tiempo determinado.





	Además, se podrá contratar sobre la base de honorarios, la prestación de servicios para cometidos específicos, conforme a las normas generales.





	Las personas contratadas a honorarios se regirán por las reglas que establezca el respectivo contrato y no le serán aplicables las disposiciones de esta ley.








Artículo 62.-	Los funcionarios del Ministerio Público tendrán derecho a ser defendidos y a exigir que la institución persiga la responsabilidad civil y criminal de las personas que atenten contra su vida, su integridad física o psíquica, o su honra, con motivo del desempeño de sus funciones.".





Dios guarde a V.E.,
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